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 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a  26 de agosto de 2016. 

 El peticionario Luis A. Morales Báez nos solicita revisar y revocar la 

resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Caguas, el 20 de junio de 2016. Por medio del referido dictamen el foro a 

quo denegó la moción de desestimación de las acusaciones presentadas 

en contra del peticionario por asesinato en primer grado y portación y uso 

de arma de fuego sin licencia. La moción se fundamentó en la negativa 

del Ministerio Público de entregar a tiempo evidencia exculpatoria. 

 Luego de aquilatar los argumentos del peticionario en apoyo a la 

expedición del auto, los argumentos en oposición a la expedición del auto, 

presentados por la Procuradora General de Puerto Rico, a la luz del 

derecho aplicable, resolvemos denegar la expedición del auto discrecional 

solicitado.  

 A continuación presentamos un resumen del trasfondo fáctico y 

procesal del caso, que sirve de fundamento a esta decisión.  
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I. 

  El 29 de marzo de 2016, por hechos ocurridos en Aguas Buenas, 

el 17 de mayo de 2015, el Ministerio Público presentó tres acusaciones 

contra el peticionario Luis A. Morales Báez, por el asesinato en primer 

grado del señor Luis Yadiel Resto Ayala (Art. 93 del Código Penal de 

2012), portación ilegal de un arma de fuego (Art. 5.04 de la Ley de Armas) 

y apuntar y disparar con ella (Art. 5.15 de la Ley de Armas).  

El 19 de abril de 2016 la defensa presentó una moción de 

descubrimiento de prueba al amparo de la Regla 95 de Procedimiento 

Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, R. 95. Solicitó, entre otras cosas, el video que 

grabó el personal del Instituto de Ciencias Forenses en la escena del 

crimen, los nombres y direcciones de las personas entrevistadas por el 

fiscal o agente del orden público, que no se hubieran incluido como 

testigos de cargo, y las notas tomadas por los agentes del orden público 

durante el proceso de la investigación. Luego de completar el 

descubrimiento, el 17 de junio de 2016, la defensa solicitó la 

desestimación de las acusaciones, por violación al debido proceso de ley, 

debido a que el Ministerio Público no entregó antes cierta evidencia de 

índole alegadamente exculpatoria.  

En lo concerniente a este recurso, la defensa describió como 

exculpatoria los siguientes materiales e información: (1) declaraciones 

juradas de Johanne A. Flores Hernández y Paola Rivera Velázquez; (2) 

notas de las entrevistas realizadas a Johanne A. Flores Hernández, Paola 

Rivera Velázquez y Víctor Manuel Cáez Rodríguez por la agente Ileana 

Caballero Martínez; y (3) el video de la escena del crimen realizado por 

Obed Dilan del Instituto de Ciencias Forenses. Además, la defensa objetó 

que el Ministerio Público no hubiese ofrecido antes las direcciones de los 

aludidos testigos. Sobre el particular, la defensa arguyó que las 

declaraciones juradas y las notas tomadas por la agente “contradicen e 

impugnan” la versión sobre los hechos que ofreció el principal testigo de 

cargo, Leonardo Guerrero Peña. Además, adujo que “de haberlo sabido la 
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defensa previamente pudo haber presentado una defensa de coartada”.1 

Por otro lado, la defensa planteó que el video es exculpatorio por su 

“oscuridad casi total”, lo que a su entender contradice el testimonio de 

Leonardo Guerrero Peña, quien afirmó que el área no era tan oscura y 

que pudo observar a la persona que disparó desde el vehículo.2 

El Ministerio Público se opuso a la desestimación. En esencia, 

sostuvo que de las aludidas declaraciones juradas no surge ningún tipo 

de evidencia exculpatoria. De hecho, el Ministerio Público indicó que las 

mismas corroboran las versiones de los testigos de cargo Leonardo 

Guerrero Peña y Amarilys López Negrón, cuyos testimonios fueron 

presentados durante la vista preliminar.  

El Ministerio Público enfatizó en su oposición que ninguno de los 

tres testigos en cuestión, Johanne A. Flores Hernández, Paola Rivera 

Velázquez y Víctor M. Cáez Rodríguez, estuvo presente al momento del 

asesinato. Añadió que tampoco se desprende de las anotaciones de la 

agente información para establecer que el peticionario se encontraba en 

otro lugar al momento de los hechos. Por el contrario, sus testimonios 

demuestran que cuando Luis Yadiel Resto Ayala fue interceptado y 

baleado, el peticionario no se encontraba en compañía de ninguna de 

estas personas. Por último, el Ministerio Público adelantó que cualquier 

planteamiento de coartada que pretenda traer la defensa sería tardío, 

según la Regla 74 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, R. 74. 

 Así sometida la controversia, el 20 de junio de 2016, el ilustrado 

foro de primera instancia emitió la resolución recurrida, por medio de la 

cual denegó la moción de desestimación de la defensa. En su 

fundamentado dictamen, el foro a quo concluyó que la evidencia en 

cuestión no es exculpatoria, ni establece la defensa de coartada. Expresó 

el tribunal que, a lo sumo, la aludida evidencia podría ser prueba de 

impugnación que la defensa podrá utilizar a su conveniencia, durante el 

juicio, por lo que no se justificaba la desestimación de los cargos.

                                                 
1
 Apéndice del Recurso de Certiorari, pág. 25. 

2
 Apéndice del Recurso de Certiorari, pág. 26. 
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 Inconforme con lo resuelto, el 20 de julio de 2016, el peticionario 

presentó el recurso de certiorari de autos. Nos solicita revocar la 

resolución recurrida por ser contraria a derecho.3 El peticionario insiste en 

que la evidencia aludida es “diáfanamente exculpatoria” y que le fue 

entregada tardíamente, en violación a su derecho al debido proceso de 

ley, por lo que procede la desestimación de las acusaciones. Al mismo 

tiempo, el peticionario aduce que el estándar que utilizó el tribunal 

recurrido para determinar si la prueba era exculpatoria fue demasiado 

alto.  

Oportunamente, la Oficina de la Procuradora General, en 

representación del Ministerio Público, se opuso a la expedición del auto. 

La parte recurrida enfatiza que la evidencia en cuestión concierne a dos 

altercados previos y en otros lugares que no son la escena del crimen. A 

su vez, la parte recurrida se reafirma en que, lejos de ser exculpatoria, la 

referida prueba corrobora el testimonio de Leonardo Guerrero Peña y no 

logra derrotar la suficiencia de la scintilla de evidencia ofrecida en la vista 

preliminar, por lo que no había un deber de entregarla antes.  

 Así sometido el recurso, nos corresponde entonces determinar si 

abusó de su discreción el Tribunal de Primera Instancia al resolver que la 

aludida prueba no es exculpatoria, por lo que no se precisaba su entrega 

en las etapas tempranas del proceso penal y que, consecuentemente, 

tampoco procede la desestimación de las acusaciones por ese 

fundamento en esta etapa del proceso.  

Reseñemos el derecho aplicable a la única cuestión planteada en 

el recurso. 

 

                                                 
3
 A esos fines, formuló el siguiente señalamiento de error: 

Cometió error de derecho el honorable Tribunal de Primera Instancia, al 
declarar No Ha Lugar la moción de desestimación al amparo del debido 
proceso de ley, cometiendo abuso de discreción, prejuicio y parcialidad 
al evaluar la evidencia sometida por el peticionario, resolviendo 
erróneamente que el peticionario no tenía derecho a recibir dicha 
evidencia “impugnatoria y exculpatoria” antes de la vista preliminar 
según lo establece Pueblo v. Ortiz Vega, 99 TSPR 150.  
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II. 

En Puerto Rico se ha reconocido el derecho del ciudadano 

particular al debido proceso de ley en toda actuación en la que el Estado 

intervenga con su vida, su libertad o su propiedad. Tal prerrogativa se 

consagra en el Art. II, Sec. 7 de la Constitución de Puerto Rico y en las 

Enmiendas V y XIV de la Constitución Federal. Este principio 

fundamental de alta jerarquía garantiza que ninguna persona perderá su 

libertad o propiedad sin la oportunidad de ser oído en “a meaningful time 

and a meaningful manner”. Mathews v. Eldridge, 424 U.S. 319, 333 

(1976), seguido en Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, 133 D.P.R. 

881, 899 (1993). Se trata pues de una protección fundamental que 

“encarna la esencia de nuestro sistema de justicia. Su prédica comprende 

elevados principios y valores que reflejan nuestra vida en sociedad y el 

grado de civilización alcanzado. Es herencia de nuestros antepasados, 

fruto de nuestro esfuerzo colectivo y nuestra vocación democrática de 

pueblo”. Amy v. Adm. Deporte Hípico, 116 D.P.R. 414, 420 (1984). Es 

importante destacar que el debido proceso de ley se manifiesta en dos 

dimensiones distintas: la sustantiva y la procesal. Rodríguez Rodríguez v. 

E.L.A., 130 D.P.R. 562, 575 (1992).  

Por un lado, el debido proceso de ley sustantivo exige —con 

mayor rigor que en el ámbito del Derecho Penal— que la ley sea clara y 

precisa. Se trata de una “norma de certeza” que exige que los estatutos 

penales definan con “adecuada precisión” los elementos del delito para 

así evitar que una persona de “inteligencia común y corriente” tenga que 

adivinar cuál es la conducta prohibida. Pueblo v. Mantilla, 71 D.P.R. 36, 

40 (1950); seguido en Pueblo v. Hernández Colón, 118 D.P.R. 891, 901 

(1987). 

Por otro lado, la vertiente procesal del debido proceso de ley, que 

es la que nos ocupa, constituye una protección abarcadora en lo que 
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respecta al procedimiento criminal.4 Protege al imputado o acusado de 

delito “contra confesiones obtenidas mediantes coacción y contra 

procedimientos sugestivos de identificación. La protección es un arma 

ofensiva y defensiva; impide al Estado ciertos métodos de investigación y 

procesamiento, y también proporciona al acusado armas ofensivas, como 

el derecho a cierto descubrimiento de prueba y a presentar cierta 

evidencia. La protección no termina con el juicio y sentencia, sino que se 

extiende a procedimientos posteriores”. Ernesto L. Chiesa Aponte, II 

Derecho Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos 2 (Forum 

1995). 

A grandes rasgos, habrá una violación al debido proceso de ley 

cuando un procedimiento criminal no es fundamentalmente justo (o 

carece de “fundamental fairness”), de forma tal que despoja al acusado 

de un juicio imparcial y justiciero.5 Naturalmente, gran parte de las 

protecciones amparadas en esa cláusula constitucional atañen a deberes 

impuestos al Ministerio Público durante el proceso criminal. Por ejemplo, 

constituyen violaciones al debido proceso de ley el uso deliberado de 

falso testimonio en el juicio por el Pueblo o cuando este incumple con su 

obligación de revelarle a la defensa prueba exculpatoria, como se alega 

en el caso que nos ocupa. Véase, Mooney v. Holohan, 294 U.S. 103 

(1935) y Brady v. Maryland, 373 U.S. 83 (1963). 

Desde Pueblo v. Hernández García, 102 D.P.R. 506, 509-511 

(1974), se adoptó en Puerto Rico lo resuelto en el normativo Brady, y se 

estableció que el Ministerio Público está obligado a descubrir cualquier 

tipo de evidencia que sea relevante a la inocencia o el castigo del 

                                                 
4
 El calificativo de abarcadora se debe a que el debido proceso de ley le confiere al 
ciudadano ciertas protecciones que, a su vez, están contenidas en otras disposiciones 
constitucionales. Por ejemplo, el derecho a asistencia de abogado que emana de la 
Enmienda VI se activa una vez iniciada la acción penal. No obstante, antes de iniciar la 
acción penal, el debido proceso de ley le confiere al sospechoso de cometer un delito 
el derecho a estar asistido por un abogado durante cualquier interrogatorio del Estado. 
Véase Miranda v. Arizona, 384 U.S. 436 (1966). 

5
 “As applied to a criminal trial, denial of due process is the failure to observe that 
fundamental fairness essential to the very concept of justice. In order to declare a 
denial of it we must find that the absence of that fairness fatally infected the trial; the 
acts complained of must be of such quality as necessarily prevents a fair trial”. Lisenba 
v. People of State of California, 314 U.S. 219, 236 (1941). 
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acusado, independientemente de que la evidencia en cuestión cumpla o 

no con los criterios establecidos en las Reglas de Procedimiento Criminal. 

Más tarde, en Pueblo v. Rodríguez Sánchez, 109 D.P.R. 243 

(1979), el Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que el Ministerio 

Público incurre en una violación al debido proceso de ley siempre que 

oculta, suprime u omite evidencia exculpatoria, testimonio perjuro o 

evidencia que tenga indicios de falsedad. Un análisis de la jurisprudencia 

deja manifiesto que, desde su concepción, esta doctrina tuvo sus 

limitaciones. Las siguientes expresiones de nuestro Tribunal Supremo 

resultan de alto interés en la consideración de los méritos del caso de 

autos. 

El descubrimiento de prueba que rebasa el texto de la Regla 95 y 
busca apoyo en el debido proceso de ley no es recurso a 
invocarse livianamente. Está muy lejos de ser patente de corso 
que en forma indiscriminada permita la intrusión en los archivos 
de fiscalía, ni que facilite al acusado cuanta evidencia pueda 
relacionarse con el caso criminal. No basta para activar el 
remedio la probabilidad de que el jurado o el juez de conocer tal 
prueba hubiesen rendido un fallo distinto. La protección 
constitucional se da en situación que implica corrupción de la 
función depuradora de la verdad que es la esencia procesal del 
juicio. En tal extremo es responsabilidad del Estado en su 
obligación de proveer un juicio justo bajo la cláusula de debido 
proceso de ley, y aun sin mediar solicitud de la defensa, revelar 
evidencia exonerante en su poder o vicios de falsedad en su 
prueba que de permanecer ocultos e ignorados sofocarían la 
verdad en la sala de justicia. Baste recordar que el propósito del 
juicio no es obtener una convicción sino la depuración de hechos 
en búsqueda de la verdad. 

 
Pueblo v. Rodríguez Sánchez, 109 D.P.R., a las págs. 246-247 
(subrayado nuestro). 

Cabe destacar que la obligación del Ministerio Público de descubrir 

evidencia exculpatoria a la defensa no depende de que exista o no una 

previa solicitud y no importa si las Reglas de Procedimiento Criminal 

proveen o no para tal descubrimiento en la etapa específica en que se 

encuentren los procedimientos. Pueblo v. Arzuaga, 160 D.P.R. 520, 539 

(2003). 

Nuestro ordenamiento legal prevé que la evidencia exculpatoria no 

necesariamente es aquella que por sí sola es capaz de producir la 

absolución del acusado. “Evidencia exculpatoria es toda aquella que 

resulta favorable al acusado y que posee relevancia en cuanto a los 
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aspectos de culpabilidad y castigo, irrespectivamente de la buena o mala 

fe exhibida por el Ministerio Fiscal. La relevancia de la evidencia se 

encuentra condicionada a la impresión derivada por el foro apelativo de 

que la prueba exculpatoria suprimida, con una razonable probabilidad, 

habría alterado -ya sea el veredicto o el castigo impuesto-de haber sido 

presentada al juzgador de los hechos”. Pueblo v. Echevarría Rodríguez I, 

128 D.P.R. 299, 333 (1991).  

Cónsono con lo anterior, no basta determinar si el fiscal ha 

ocultado cualquier prueba favorable, sino que para determinar si hubo 

violación al debido proceso de ley, los tribunales estamos obligados a 

considerar además la calidad y el peso de esa evidencia. Esto último se 

conoce como la materialidad de la prueba exculpatoria y la jurisprudencia 

se ha referido a ella como un “elemento tan o más importante que su 

propia existencia si tiene suficiente relevancia como para levantar una 

razonable probabilidad de que el veredicto o la pena pudieran haber sido 

distintos si se le hubiese considerado”. Pueblo v. Arzuaga, 160 D.P.R., 

pág. 539 n. 17. En esa misma dirección, el alto foro ha sido enfático en 

que no son suficientes meras especulaciones de la defensa, pues la 

“protección constitucional solo se activa ante circunstancias que impliquen 

corrupción de la función depuradora de la verdad”. Id., pág. 541 n. 19.  

Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico al resumir la 

normativa vigente sobre el particular expresó que en las instancias en las 

que ha evaluado la alegada violación al debido proceso de ley por 

incumplimiento del Estado en descubrir evidencia claramente 

exculpatoria, ha sido consistente “en exigir que el acusado no solo 

demuestre que la evidencia le era favorable, sino que la misma era 

constitucionalmente material para su defensa. Esto, se analiza a base de 

un estándar de probabilidad razonable”. Pueblo v. Vélez Bonilla, 189 

D.P.R. 705, 724 (2013). 

Por otro lado, el Tribunal Supremo de Puerto Rico también ha 

resuelto, aunque en otro contexto, que la prueba para impugnar la 
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credibilidad de un testigo principal de cargo se ajusta a los estándares 

anteriormente expuestos a los efectos de ser considerada prueba 

exculpatoria necesaria bajo el debido proceso de ley. Pueblo v. 

Hernández García, 102 D.P.R. 506 (1974): Pueblo v. Delgado López, 106 

D.P.R. 441 (1977).  

Más aun, el Tribunal Supremo ha expresado que para considerar 

apropiadamente si hubo violación al debido proceso de ley, habría que 

confrontar el peso y el valor de la nueva prueba impugnatoria contra toda 

la evidencia desfilada durante el juicio y concluir que su consideración 

oportuna probablemente hubiera arrojado un resultado distinto. Pueblo v. 

Rodríguez, 2015 TSPR 139, 193 D.P.R. ___ (2015), res. 19 de octubre de 

2015. 

Apliquemos estas normas al caso de autos. 

III. 

En la causa que nos ocupa, el peticionario solicita la desestimación 

de las acusaciones como remedio extraordinario ante la supuesta 

violación de su derecho al debido proceso de ley, consistente en que el 

Ministerio Público faltó a su deber de descubrir prueba exculpatoria en las 

etapas tempranas del proceso penal.  

De entrada, advertimos que el caso se encuentra pendiente de que 

se celebre el juicio por jurado. Es decir, toda la evidencia que el 

peticionario obtuvo a raíz de su petición de descubrimiento de prueba, al 

amparo de la Regla 95 de Procedimiento Criminal, podrá ser utilizada por 

él en la etapa del juicio, ya sea como prueba de impugnación contra los 

testigos de cargo o como prueba de la defensa. Por tal razón, 

descartamos desde ya la posibilidad de que el peticionario haya quedado 

en estado de indefensión.  

Asimismo, por la sencilla razón de que no se ha celebrado el juicio, 

descartamos considerar si la evidencia recién descubierta tendría algún 

efecto sobre la culpabilidad del peticionario o el castigo impuesto, pues tal 

consideración es prematura. Lo único que podemos considerar, en esta 
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etapa del procedimiento en curso, es si la evidencia que el peticionario 

cualifica como exculpatoria hubiera tenido algún efecto favorable directo e 

inmediato sobre la determinación de causa probable para acusar, es 

decir, si probablemente hubiera incidido a su favor en la determinación de 

causa probable para acusar, de haberse conocido oportunamente. Para 

hacer ese análisis, era necesario que el peticionario nos colocara en 

posición de poder concluir que la prueba en controversia era favorable y 

relevante para derrotar (1) la probabilidad de que él cometió el delito y (2) 

la conexión de su persona con el delito. Pueblo v. Ortiz, Rodríguez, 149 

D.P.R. 363, 375 (1999). No cumplió el peticionario con ese “test” o 

escrutinio. 

El peticionario sugiere que el Tribunal de Primera Instancia incidió 

al utilizar un estándar muy alto al considerar si la evidencia le era 

favorable. No le asiste la razón. Por el contrario, de la resolución recurrida 

surge el ejercicio completo y responsable del juez de instancia, quien 

consideró la nueva prueba y aquilató su valor, en contraste con la prueba 

utilizada para determinar causa para acusar, y no halló que la misma 

fuera material o que probablemente hubiera arrojado un resultado distinto 

de haber sido considerada en aquella etapa. En su análisis, el foro 

revisado tomó como ciertas las alegaciones expuestas por el peticionario 

en su moción de desestimación, aun cuando de su faz resultaban 

insuficientes y especulativas. Veamos.  

En su moción de desestimación el peticionario escuetamente indicó 

que los testimonios de Johanne A. Flores Hernández, Paola Rivera 

Velázquez y Víctor Cáez Rodríguez le hubieran servido como prueba 

impugnatoria contra el testimonio de Leonardo Guerrero Peña. Mientras 

que, en su recurso de certiorari el peticionario abundó un poco más y dijo 

que los testimonios contradicen al testigo de cargo en cuanto a quién 

comenzó el altercado en MVP Tripletas y si el imputado estaba armado o 

no durante ese incidente, previo al asesinato. Lo mismo alegó el 

peticionario en cuanto al video grabado por el instituto de Ciencias 
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Forenses, en la medida en que pudo haber servido para cuestionar que el 

señor Guerrero haya observado al peticionario realizar los disparos, si se 

tiene en cuenta la oscuridad del lugar del asesinato.6  Ninguno de estos 

planteamientos, aun de ser ciertos, establece la falsedad o perjurio del 

testigo de cargo. Pueblo v. Echevarría I, 128 D.P.R., a la pág. 376. 

Tampoco hace menos probable la determinación que hizo el tribunal 

sobre la conexión del imputado con los hechos, pues en nada derrotan o 

menoscaban la identificación por foto que hizo el señor Guerrero, ni la 

posesión del peticionario de una guagua Ford-250, color blanca, según 

las declaraciones que el propio peticionario acompañó, unido a los demás 

hechos que quedaron corroborados con las declaraciones en cuestión.7  

En cuanto a la oscuridad que se aprecia en el vídeo, contrastada 

con la declaración del testigo, quien indicó “no estaba tan oscuro”, 

hallamos que la expresión corresponde a un asunto de percepción y está 

sujeto a ciertas variables sobre las que no se ha presentado prueba aun. 

Coincidimos con el tribunal recurrido en ese aspecto.  

Por otro lado, la alegación del peticionario en cuanto a que de 

haber conocido la prueba antes “pudo haber presentado la defensa de 

coartada”, es totalmente inmeritorio, por ser una mera especulación.8 

Basta decir al respecto que el peticionario expuso en su recurso de 

certiorari que “no estaba planteando que la evidencia concernida era para 

presentar una coartada” y añadió que solo lo trajo como “ejemplo”.9  

Por último, en cuanto a las notas de la agente, cabe recordar que 

ya se ha resuelto que estas constituyen material sujeto a ser descubierto 

                                                 
6
 Examinada la declaración jurada del testigo de cargo, destacamos que lo esencial de 
su testimonio fue lo siguiente: 

Ahí la cosa se calma, ellos se montan en el carro y se van. Nosotros nos 
quedamos ahí como quince minutos (…) De ahí nos vamos, Amarilys 
nos está escoltando. Yo iba en la parte de adentro pegado en la línea y 
Yadiel iba en la parte de afuera, paralelos. Luego pasa una guagua 
cabina y media blanca alta. Yo escucho una detonación, miro hacia el 
lado, veo que la ráfaga de fuego viene de dentro de la guagua blanca el 
conductor se me parecía bastante al muchacho que tenía el arma de 
fuego niquelada, que estaba con la muchacha alta vestida de enfermera 
quienes estaban en el negocio MVP. La guagua era como una Ford. El 
área no era tan oscura. 

Apéndice del recurso de certiorari, págs. 36-37 (subrayado nuestro). 
7
 Apéndice del Recurso, pág. 47. 

8
 Apéndice del recurso de certioari, pág. 26. 

9
 Recurso de certiorari, pág. 7. 
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bajo la Regla 95, después de presentada la acusación, no antes. Pueblo 

v. Pillot Rentas, 169 D.P.R. 746, 760 (2006). Por lo tanto, no abusó el 

Tribunal de Primera Instancia al resolver que, aun cuando la prueba 

pudiera favorecerle, no es de tal calidad que pueda calificarse como 

exculpatoria para propósitos de activar la protección constitucional 

invocada.   

En fin, nos parece que la evidencia fue justamente aquilatada por 

el foro de primera instancia y coincidimos en su apreciación en cuanto a 

que ella solo apunta a simples contradicciones entre testigos que no 

fueron sentados a declarar en la vista preliminar. Estas contradicciones, a 

su vez, giran exclusivamente en torno a quién comenzó el altercado en 

MVP Tripletas un tiempo antes del asesinato y respecto a si alguien vio o 

no vio un arma de fuego en el mencionado establecimiento.  

Está establecido que el asesinato no ocurrió allí, así que esos 

eventos, aunque están relacionados, de ninguna manera constituyen 

prueba de relevancia suficiente para derrotar la estimación de causa 

probable para acusar que hizo el tribunal en la etapa de vista preliminar. 

Pueblo v. Ortiz, Rodríguez, 149 D.P.R., a las págs. 379-380.  

Según se desprende del expediente apelativo, la determinación de 

causa para acusar estuvo basada en las declaraciones de Leonardo 

Guerrero Peña y Amarilys López Negrón, sobre el momento en que el 

occiso recibió los disparos. El peticionario no ha demostrado cómo las 

declaraciones sobre unos hechos ocurridos antes del asesinato, en MVP 

Tripletas o en el Colmado San Andrés, según narrados por otras tres 

personas que no estaban presentes al momento del asesinato, mancillan, 

desmerecen, derrotan o impugnan los testimonios de los testigos de 

cargo que presenciaron el momento en que la víctima fue asesinada. 

Como se sabe, “[l]as reglas que gobiernan el derecho al 

descubrimiento de prueba en casos criminales no pueden ser obviadas 

con la sola mención del derecho del acusado a un debido proceso de ley. 

La jurisprudencia en torno a este tema es clara: no existe un derecho 



 
 

 
KLCE201501366    

 

13 

constitucional a descubrir prueba antes del juicio". Pueblo v. Custodio 

Colón, 192 D.P.R. 567, 588 (2015). Para que se active la protección 

constitucional que el peticionario invoca, es necesario que la conducta del 

Ministerio Público implique “corrupción de la función depuradora de la 

verdad que es la esencia procesal del juicio”. Pueblo v. Rodríguez 

Sánchez, 109 D.P.R., a las págs. 246-247. Sin embargo, el peticionario 

no logró demostrar que esa fuera su situación. No quedó establecido el 

deber del Ministerio Público de revelar las notas, las declaraciones 

juradas de las testigos que no utilizó y el video antes de un requerimiento 

bajo la Regla 95 de Procedimiento Criminal, supra. 

Concluimos que no tenemos criterio alguno para intervenir con el 

dictamen recurrido, según los establecidos en la Regla 40 del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, denegamos la 

expedición del auto de certiorari presentado por el peticionario Luis A. 

Morales Báez. 

 Adelántese por telefax, teléfono, correo electrónico y 

notifíquese de inmediato por la vía ordinaria a todas las partes. 

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
   Dimarie Alicea Lozada 

     Secretaria del  Tribunal de Apelaciones 


